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Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad parcialmente contra el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010.

Actor: JUAN RAFAEL BRAVO ARTEAGA


Magistrado Ponente: ALEXEI JULIO ESTRADA


Expediente No. D-9451 


Concepto No. 5532 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó, en ejercicio de su ciudadanía, JUAN RAFAEL BRAVO ARTEAGA parcialmente contra el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, el cual se cita textualmente con el aparte demandado subrayado:
“LEY 1430 DE 2010
(29 de diciembre de 2010) 

Diario Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010
"Por medio de la cual se dictan normas tributarias de control y para la competitividad." 
 (…)

ARTÍCULO 52°. Adiciónese un parágrafo al artículo 42 de la Ley 14 de 1983, así: 

PARÁGRAFO. Dentro de la base gravable contemplada para el sector financiero, aquí prevista, formarán parte los ingresos varios. Para los comisionistas de bolsa la base impositiva será la establecida para los bancos de este artículo en los rubros pertinentes.”.
Para mejor compresión de la presente demanda, se cita el artículo 42 de la Ley 14 de 1993 en su forma original, así:

“La base impositiva para la cuantificación del impuesto regulado en la presente Ley se establecerá por los Concejos Municipales o por el Concejo del Distrito Especial de Bogotá, de la siguiente manera:

1. Para los Bancos, los ingresos operacionales anuales representados en los siguientes rubros: 

a. Cambios posición y certificado de cambio 

b. Comisiones de operación en moneda nacional de operaciones en moneda extranjera 

c. Intereses de operaciones con entidades públicas, de operaciones en moneda nacional, de operaciones en moneda extranjera. 

d. Rendimiento de inversiones de la Sección de Ahorros. 

e. Ingresos varios. 

f. Ingresos en operaciones con tarjetas de crédito. 

1. (sic.) Para las Corporaciones Financieras, los ingresos operacionales anuales representados en los siguientes rubros: 

a. Cambios posición y certificados de cambio. 

b. Comisiones de operaciones en moneda nacional. 

c. de operaciones en moneda extranjera. 

d. Intereses de operación en moneda nacional 

e. de operaciones en moneda extranjera. 

f. de operaciones con entidades públicas. 

g. Ingresos varios. 

1. (sic.) Para las Corporaciones de Ahorro y Vivienda, los ingresos operacionales anuales representados en los siguientes rubros: 

a. Intereses 

b. Comisiones 

c. Ingresos varios 

d. Corrección monetaria, menos la parte exenta. 

1. (sic.) Para Compañías de Seguros de Vida Generales y Compañías reaseguradoras, los ingresos operacionales anuales representados en el monto de los mismos retenidos; 

2. (sic.) Para Compañías de Financiamiento Comercial, los ingresos operacionales anuales representados en los siguientes rubros: 

a. Intereses 

b. Comisiones 

c. Ingresos varios 

6. Para Almacenes Generales de Depósitos, los ingresos operacionales anuales representados en los siguientes rubros: 

a. Servicio de Almacenaje en bodega y silos. 

b. Servicios de Aduana. 

c. Servicios varios. 

d. Intereses recibidos. 

e. Comisiones recibidas 

f. Ingresos varios 

7. Para sociedades de Capitalización, los ingresos operacionales anuales representados en lo siguientes rubros: 

a. Intereses 

b. Comisiones 

c. Dividendos 

d. Otros rendimientos financieros. 

7. (sic.) Para los demás establecimientos de crédito, calificados como tales por las Superintendencia Bancaria y entidades financieras definidas por la ley, diferentes a las mencionadas en los numerales anteriores, la base impositiva será la establecida en el numeral 1 de este artículo en los rubros pertinentes. 

8. Para el Banco de la República los ingresos operacionales anuales señalados en el numeral 1 de este artículo, con exclusión de los intereses percibidos por los cupos ordinarios y extraordinarios de crédito concedidos a los establecimientos financieros, otros cupos de crédito autorizados por la Junta Monetaria, líneas especiales de crédito de fomento y préstamos otorgados al Gobierno Nacional.”.
1. Planteamiento de la demanda.
El ciudadano BRAVO ARTEAGA afirma que haber incluido, para el establecimiento de la base gravable del impuesto de industria y comercio a cargo del sector financiero, los ingresos varios de estos, vulneró el principio de certeza tributaria derivado del principio de legalidad, porque el concepto de ingresos varios para establecer la base gravable del impuesto de industria y comercio a cargo del sector financiero resulta indeterminado. Al respecto afirma:
“7.- La expresión “ingresos varios” resulta clara en cuanto al sustantivo “ingresos”, pero es totalmente indeterminada en cuanto al adjetivo “varios”, pues esta última palabra puede ser aplicada a conceptos muy diversos, como se  deduce del significado de sus sinónimos.

(…)

En cambio, la expresión “ingresos varios”, por ser completamente indeterminada, como ya se ha demostrado, carece de una diferencia específica, por lo cual solamente se puede saber que corresponde a algunos ingresos operacionales pero sin que se sepa cuales (sic)
 (…)

a) Como ya se ha dicho, la expresión “ingresos varios”, resulta equivalente a “ingresos indeterminados”, pues dichos adjetivos (varios e indeterminados) son sinónimos, según la autorizada opinión de los académicos de la lengua, tanto españoles como latinoamericanos que fueron autores del Diccionario de la Lengua Española, así como del diccionario de sinónimos citado.

b) Como puede apreciarse, la afirmación de que la “ingresos varios” es indeterminada, corresponde a una conclusión objetiva, que está avalada por la obra de las Academias de la Lengua Española e Hispanoamericanas como autoras del Diccionario citado, así como por el Diccionario de Sinónimos y Antónimos “ Occeano” (sic.) y que por lo tanto no corresponde en caso alguno a una apreciación subjetiva del demandante.”.
2.
Problema jurídico.
Corresponde precisar si la inclusión de los ingresos varios del sector financiero como parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio a su cargo, vulneró el principio de certeza tributaria, porque el concepto de ingresos varios para establecer dicha base gravable es indeterminado.
3.
Análisis Jurídico.
En el presente caso, dada la manera como el actor formula su cargo, se hace necesario analizar si su demanda presenta el concepto de la violación en forma tal que permita abordar el estudio de fondo de la misma, en lo que tiene que ver con la claridad y certeza de las razones que invoca al respecto.
En términos generales, se predica la claridad de las razones que sustentan la demanda cuando la exposición de las mismas se basa en un hilo conductor argumentativo que permita al lector comprender el contenido de esa demanda, especialmente, en lo referente a las justificaciones o demostraciones en las que se apoya el ejercicio de su derecho fundamental político de acción. La Corte Constitucional, entre otras, en la sentencia C-1052 de 2001 lo ha manifestado en los siguientes términos:
“La claridad de la demanda es un requisito indispensable para establecer la conducencia del concepto de la violación, pues aunque “el carácter popular de la acción de inconstitucionalidad, [por regla general], releva al ciudadano que la ejerce de hacer una exposición erudita y técnica sobre las razones de oposición entre la norma que acusa y el Estatuto Fundamental”, no lo excusa del deber de seguir un hilo conductor en la argumentación que permita al lector comprender el contenido de su demanda y las justificaciones en las que se basa.”.

De igual manera, se aprecia la certeza de las razones que sustentan una demanda de inconstitucionalidad bien sea cuando las mismas recaen sobre una proposición jurídica real y existente y no en una que deduzca el actor a partir del enunciado normativo que ataca, o que pueden corresponder a otras normas que no son objeto de la demanda. La Corte Constitucional, entre otras, en la sentencia ya ludida lo ha expresado así:

“Las razones que respaldan los cargos de inconstitucionalidad sean ciertas significa que la demanda recaiga sobre una proposición jurídica real y existente “y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, o implícita” e incluso sobre otras normas vigentes que, en todo caso, no son el objeto concreto de la demanda. Así, el ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad supone la confrontación del texto constitucional con una norma legal que tiene un contenido verificable a partir de la interpretación de su propio texto; “esa técnica de control difiere, entonces, de aquella [otra] encaminada a establecer proposiciones inexistentes, que no han sido suministradas por el legislador, para pretender deducir la inconstitucionalidad de las mismas cuando del texto normativo no se desprenden”.”.
En el presente caso se observa que, el actor, a partir de una muy personal lectura del aparte que demanda cimentada en una disquisición semántica repetitiva genérica y fuera de contexto, se limita a hacer una afirmación sin la correspondiente demostración. Efectivamente, el actor afirma, una y otra vez durante su intervención, que los diferentes sinónimos de la palabra  “varios” –diverso, diferente, variado, complejo, heterogéneo, dispar, indeterminado, vago, indefinido, etc.- comprometen el principio de certeza de los tributos, pero no demuestra como, en el contexto tributario en el cual se encuentra inmersa la expresión aludida –el rubro de ingresos varios que forma parte de los ingresos operacionales de los bancos que, en conjunto, constituyen la base impositiva para la cuantificación del impuesto de industria y comercio a cargo del sector financiero-, los ingresos varios que obtienen los bancos de sus actividades comerciales vulneran el principio de certeza tributaria. 
Es decir, su intervención se basa en una simple afirmación tomada de unos sinónimos, pero sin demostración alguna en el contexto que corresponde, que, como ya se demostró, es el tributario propio del impuesto de industria y comercio, que, dicho sea de paso, es del orden municipal, con lo que esto representa en materia de autonomía regional para que, en el presente caso, los concejos municipales fijen, directamente, los elementos básicos de la tributación, incluido lo correspondiente a la base gravable, a partir de la creación o establecimiento de las contribuciones que haga la ley, tal como lo determinan los artículos 150, numeral 12, y 338 de la Carta Política, y lo ha reiterado la Corte Constitucional, entre otras, en la sentencia C-768 de 2010, así:
“Mediante sentencia C-538 de 2002 la Corte Constitucional señaló que las leyes que autorizan a las entidades territoriales el establecimiento de un tributo no deben contener todos los elementos del mismo, pues el grado de injerencia del legislador en la creación y administración de los recursos de las entidades territoriales depende del origen de los mismos. Aspecto que ya había sido tratado en la sentencia C-084 de 1995, según la cual “[s]i la ley crea un impuesto nacional, entonces la misma ley debe definir todos los elementos de la obligación tributaria. Pero en cambio, si se trata de un tributo territorial, y en especial si la ley se limita a autorizar el tributo, entonces pueden las correspondientes corporaciones de representación popular, en el ámbito territorial, proceder a desarrollar el tributo autorizado por la ley. Esto significa que en tales eventos, ‘la ley puede ser más general, siempre y cuando indique, de manera global, el marco dentro del cual las asambleas y los concejos deben proceder a especificar los elementos concretos de la contribución’. En el caso en concreto del proyecto de ley objetado, no necesariamente debía contener todos y cada uno de los elementos del tributo, pues en desarrollo de tal autorización, los elementos faltantes pueden ser definidos por la asamblea departamental, y en tratándose de recursos propios de las entidades territoriales, no hay razón para que el legislador delimite cada uno de los elementos del tributo, pues de esa forma cercenaría la autonomía fiscal de que aquéllas gozan por expreso mandato constitucional.”.
De igual manera, y concatenando con lo anterior en materia de autonomía constitucional municipal para determinar los elementos del impuesto de industria y comercio, se tiene que tampoco es cierta la afirmación, sin demostración, del actor, en el sentido que los ingresos varios de los bancos resulten indeterminados para efectos de establecer sus obligaciones en materia de industria y comercio, al extremo de comprometer el principio de certeza tributaria, porque, precisamente el contexto normativo contributivo indicado demuestra todo lo contrario, al ser preciso para determinar, sin ningún manto de duda, la obligación tributaria a cargo de los bancos a partir de sus actividades comerciales, según la definición misma que hace el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, en el sentido que “(e)l Impuesto de Industria y Comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que (sic.) ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos”. 
De hecho, el demandante sí es consciente de la existencia del contexto a partir del cual debió hacer la demostración, que no hizo, como lo expresa, en su demanda, en los siguientes términos:

“b) Si bien la H. Corte Constitucional ha dicho, interpretando el artículo 338 de la Carta, que los elementos esenciales del tributo pueden fijarse por la ley, las ordenanzas o los acuerdos, siempre que la ley haya establecido el tributo, en el caso de que cualquiera de los ordenamientos señalados proceda a fijar alguno de tales elementos, debe hacerlo en forma tal que conduzca sin desviación alguna al objetivo de que se trata. Si el elemento fijado es la base gravable, la norma respectiva debe llevar a un señalamiento inequívoco y no a un factor indeterminado y ambiguo.”.

En esas circunstancias, el demandante, en la presente acción, vuelve a reincidir en los mismos vicios en que incurrió dentro del proceso D-8604, donde presentó el mismo cargo contra el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, por lo que la Corte Constitucional se inhibió para conocer de fondo al respecto en la sentencia C-369 de 2012, para lo cual expresó:

“5.3.2.1.2 Teniendo en cuenta los argumentos que presentó el demandante para alegar el vicio de fondo, esta Sala encuentra que la argumentación presentada es vaga e imprecisa, es decir, las razones no son específicas para propiciar el juicio de constitucionalidad propuesto, pues el demandante sólo plantea que el término “varios” es indeterminable, sin embargo, más adelante, expone que dicha indeterminación podría ser precisada por los Concejos Municipales, y con ello, se traslada al plano de los efectos prácticos acerca de cómo la norma podría ser aplicada sin generar ningún traumatismo para la recaudación del impuesto de industria y comercio al sector financiero, específicamente a los bancos, por la vaguedad del término “ingresos varios”, incumpliendo además con el requisito de pertinencia referido a la imposibilidad de que a través del ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad pueda formular un juicio de conveniencia.”.
Al respecto de lo dicho por el Ministerio Público dentro del proceso D-8604, y con el fin de reafirmar en el presente proceso que lo argüido por el actor no se ajusta a la verdad, se trae a colación lo expresado por el Procurador General de la Nación en ese proceso mediante el concepto 5297, en los siguientes términos:

“El actor arguye que se vulnera el principio de certeza tributaria, por cuanto que el concepto de ingresos varios es vago, indeterminado e indefinido. Al examinar este concepto en el contexto de la norma que lo contiene y en el de la norma que ésta adiciona, aparece que se trata de un concepto determinable por la vía legal y su consecuente expresión contable. En efecto, al precisar el alcance del principio de certeza tributaria, entre otras, en la Sentencia C-594 de 2010, la Corte señala que éste alude a la suficiente claridad y precisión que debe tener la ley al determinar los elementos esenciales del tributo, y que su vulneración ocurre cuando la falta de claridad de la ley resulte insuperable, dada la imposibilidad de establecer su sentido y alcance, conforme a las reglas generales de la hermenéutica jurídica. En palabras de la Corte:  

Según la jurisprudencia constitucional, el principio de certeza tributaria se vulnera no solamente con la omisión en la determinación de los elementos esenciales del tributo, sino también cuando en su definición se acude a expresiones ambiguas o confusas. No obstante, ha precisado esta corporación, que en tales eventos, la declaratoria de inexequibilidad solo es posible cuando la falta de claridad sea insuperable, es decir, cuando no sea posible establecer el sentido y alcance de las disposiciones, de conformidad con las reglas generales de hermenéutica jurídica. Sobre las dificultades interpretativas que pueden dar lugar a la declaración de inexequibilidad de las normas tributarias por falta de claridad de las mismas, la Corte puntualizó: “Las leyes tributarias, como cualesquiera otras, pueden suscitar variados problemas interpretativos en el momento de su ejecución y aplicación, lo cual no puede de suyo acarrear su inexequibilidad. Sin embargo, si éstos se tornan irresolubles, por la oscuridad invencible del texto legal que no hace posible encontrar una interpretación razonable sobre cuáles puedan en definitiva ser los elementos esenciales del tributo, se impone concluir que los mismos no fueron fijados y que, en consecuencia, la norma vulnera la Constitución. Toda persona está obligada a pagar los tributos que la ley le imponga, pero la ley no puede exigirlos si ella no atina a decir - en general - quién lo debe hacer y por qué”.

En el presente caso, al aludir a ingresos varios del sector financiero, la ley se refiere a aquellos ingresos operacionales diferentes a los que señala de manera concreta, a modo de fórmula residual. Estos ingresos, en todo caso son resultado de la actividad comercial, industrial o de servicio que se realiza dentro del territorio de la entidad territorial, como lo prevé el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, al definir el impuesto de industria y comercio como aquel que recae “sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos”.

Los ingresos varios corresponden a la dinámica del sector financiero, que genera recursos a partir de actividades comerciales, industriales y de servicio diferentes a aquellas que constituyen el objeto principal de sus negocios, pero que en todo caso tienen una certeza tributaria indiscutible, pues el artículo 15 Superior obliga a las entidades del sector financiero a reflejar estos ingresos en su contabilidad. Cualquier cobro que una entidad haga, sea por el uso de su red, sea por emitir certificados o extractos, sea por cupos de crédito aprobados, sea por consignaciones en otras plazas, sea por transferencias a otras cuentas de la misma entidad o de otra entidad, entre otros, deben reflejarse en su contabilidad. A partir de esta existencia contable, que está determinada de manera numérica, es posible establecer sin mayores inconvenientes la base gravable del tributo en comento.

La noción de ingresos varios como parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio a cargo del sector financiero ya aparece prevista en el artículo 42 de la Ley 14 de 1983, atrás transcrito, respecto de algunas entidades financieras. Lo que hace la norma demandada es precisar que estos ingresos son relevantes para determinar la base gravable de todas las entidades del sector financiero. Esta precisión es apropiada para proteger el principio constitucional de eficiencia tributaria, reconocido en los artículos 189.20 y 363 Superiores, pues prevé una fórmula residual que permite cubrir todos los ingresos operacionales del sector financiero, de manera acorde con la materia sobre la cual recae, en términos del artículo 32 de la Ley 14 de 1983, el impuesto de industria y comercio. 

Como ya se anotó atrás, dada la dinámica y la innovación del sector financiero, son muchas las actividades comerciales, industriales y de servicio que pueden ser diferentes a las tradicionales y conocidas. Cada día se conocen nuevos productos financieros y la importancia de los ingresos relacionados a éstos en el balance general es creciente, por lo que la de ingresos varios resulta ser una categoría legal adecuada para cubrirlos y hacer efectiva la responsabilidad tributaria de las entidades financieras. Se trata, también, de una categoría que permite conocer y cuantificar el valor tanto de los ingresos operacionales obtenidos como de los productos financieros no tradicionales, lo cual redunda en la protección de los derechos de los consumidores, conforme a lo previsto en los artículos 58, 78, 333 y 334 Superiores, en la medida que la existencia del tributo contribuye a la razonabilidad del comportamiento del sector financiero en relación con los precios que cobra por tales productos.”.

Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial que se inhiba para conocer de fondo acerca de la presente demanda por ineptitud sustancial en su formulación en lo referente a presupuestos procesales, o, en caso que decida asumir su estudio de fondo, declarar ajustado al orden superior la inclusión de los ingresos varios del sector financiero como parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio a su cargo, pero únicamente por el cargo formulado de violación del principio de certeza tributaria.
4. Conclusión.
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional DECLARARSE INHIBIDA para conocer de fondo la presente demanda contra la expresión “Dentro de la base gravable contemplada para el sector financiero, aquí prevista, formarán parte los ingresos varios”, contenida en el artículo 52 de la Ley 1430 de 2010, por ineptitud sustancial en su formulación en lo referente a presupuestos procesales, o, subsidiariamente, declararla EXEQUIBLE, pero únicamente por el cargo formulado.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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